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VOTO RAZONADO QUE FORMULA EL CONSEJERO DANIEL DORANTES 

GUERRA, EN EL ACUERDO IEEQ/A/CG/059/21, DE CONFORMIDAD CON EL 

ARTÍCULO 81, PÁRRAFOS PRIMERO Y OCTAVO DEL REGLAMENTO 

INTERIOR DEL INSTITUTO ELECTORAL DEL ESTADO DE QUERÉTARO. 

De forma respetuosa, me permito formular el presente voto razonado, debido a 

que, si bien coincido con lo determinado en el sentido de aprobar la lista de 

candidaturas a diputaciones por el principio de representación proporcional del 

partido político Encuentro Solidario, en mi consideración, en el acuerdo debió 

argumentarse que a dicho instituto político, a pesar de no tener parámetro de 

postulación al ser un instituto político de nuevo registro le aplica la regla de 

alternancia por periodo electivo en la postulación de la primera fórmula de 

diputaciones por el principio de representación proporcional, contenida en los 

artículos 160, primer párrafo y 162, primer párrafo, de la Ley Electoral del Estado 

de Querétaro.1 

A. Importancia de la disidencia en el sistema democrático. 

En primer lugar, en un órgano colegiado como lo es la autoridad electoral que 

integro, lo óptimo sería adoptar decisiones unánimes, no obstante, toda vez que 

en el mismo confluyen diversas percepciones del Derecho y en este caso, de la 

regla de alternancia contenida en el principio de paridad de género, el desacuerdo 

debe ser visto como un componente cualitativo que pretende adoptar mayores 

elementos a la discusión pública, inherente a todo Estado Constitucional 

Democrático. 

Por ello, el voto diferenciado no debilita de ninguna forma el fallo alcanzado, sino 

que es respetuoso de este y promueve que, dentro del contexto deliberativo, la 

disidencia fortalezca la discusión de temas relevantes. 

 
1 Respecto de los cuales la Suprema Corte de Justicia de la Nación realizó una interpretación conforme al resolver la Acción de 

Inconstitucionalidad 132/2020.   
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Al respecto, Cass Sunstein, ha señalado que la existencia de la diversidad en un 

órgano colegiado probablemente traiga a colación una idea distinta, lo cual podría 

mover su decisión en la dirección que el Derecho requiere, por lo que la presencia 

de una disidencia crea un “efecto alertador” (whistlebower effect)2, que podría dar 

luces en la toma de decisiones.3 Es por esto que, la existencia del disenso reviste 

de gran importancia en una democracia. 

Asimismo, al tener nuestra labor un efecto pedagógico, el voto de quienes 

integramos estos órganos, no solamente implica salvar el criterio que se adopta, 

sino que también sirve a la sociedad y permea en el ámbito público, debido a que 

solo así se podrá difundir la doctrina constitucional-electoral en el espacio general. 

Por lo anterior, el voto diferenciado es el instrumento por el que se puede dejar 

constancia del disenso, que no solo se configura como un derecho, sino también 

como una garantía de la independencia que permite día a día una aproximación a 

la búsqueda de un México auténticamente democrático.4 

B. Necesidad de implementar alternancia de género en las postulaciones en 

términos paritarios. 

En atención a la obligación constitucional y legal que tienen los partidos políticos 

de garantizar el principio de paridad de género, en mi consideración, la alternancia 

por periodo electivo, de la fórmula ubicada en la primera posición de la lista de 

representación proporcional no solo cobra aplicación a los partidos con un 

referente de postulación previa, sino también a los institutos políticos de reciente 

registro, aún y cuando no tengan un parámetro anterior. 

1. Derecho a la igualdad. 

El derecho a la igualdad jurídica se integra por facetas que, aunque son 

 
2 SUNSTEIN, Cass, Why Societies need dissent, Cambridge, Harvard University Press, 2003, p. 185. 
3 Cuestión similar señala Devis Echandía en su obra “Teoría General del Proceso” (2013), al referir que los órganos 
colegiados de decisión se encuentran conformados por una pluralidad de personas que resuelven situaciones de derecho, 
y que en la exposición, discusión y aprobación de las determinaciones convergen espacios de reflexión. 
4 En similares términos se emitieron diversos votos particulares de magistraturas de las Salas del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, al resolver los juicios SX-JDC-527/2015, SX-JRC-203/2013 y ST-JRC-81/2012. 
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interdependientes entre sí, se configura como igualdad formal o de derecho e 

igualdad sustantiva.5 

La igualdad formal, consiste en establecer normativamente que, sin importar sus 

diferencias, toda persona deberá ser tratada de la misma manera, lo cual 

constituye un punto de partida para lograr una igualdad más efectiva, por lo que 

constituye una protección contra distinciones o tratos arbitrarios. 

Al respecto, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,6 establece 

para las personas, el goce de todos los derechos humanos reconocidos en ella, así 

como en los tratados internacionales suscritos por el Estado Mexicano y 

contempla el derecho a la igualdad desde la vertiente de prohibición de la 

discriminación que tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y 

libertades −entre otras cuestiones− por el género de las personas, 

estableciéndose así la premisa consistente en que mujeres y hombres son iguales 

ante la ley.7 

Asimismo, la Convención Americana sobre Derechos Humanos,8 establece la 

igualdad ante la ley de todas las personas y el derecho a gozar de su igual 

protección sin discriminación9 y, en atención a la base de la igualdad del hombre 

y la mujer, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 

discriminación contra la mujer (CEDAW),10 define a la discriminación ejercida en 

contra de ellas, como toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo, 

cuya finalidad o resultado sea el menoscabo, anulación del reconocimiento, goce 

o ejercicio de sus derechos humanos en cualquier esfera, incluyendo la política.11 

Por su parte, la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la 

violencia contra la mujer (Convención de Belém Do Pará), salvaguarda el derecho 

 
5 Véase la jurisprudencia de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, identificada con la clave 126/2017, 
de rubro “DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. DIFERENCIAS ENTRE SUS MODALIDADES 
CONCEPTUALES”. Semanario Judicial de la Federación, Tomo I, Diciembre de 2017, Libro 49, página 119. 
6 En adelante Constitución Federal. 
7 Artículos 1 y 4. 
8 Convención Americana. 
9 Artículo 24. 
10 Por sus siglas en inglés: Convention on the Elimination of All Forms of Discrimination Against Women. 
11 Artículo 1.  
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de igual protección ante la ley y de la ley12 y reconoce que las mujeres tienen 

derecho al acceso igualitario a las funciones públicas de su país, así como a 

participar en los asuntos públicos, incluida la toma de decisiones.13 

A nivel local, la Constitución Política del Estado Libre y Soberano del Estado de 

Querétaro, establece la igualdad ante la ley del hombre y la mujer, quienes gozarán 

de los mismos derechos, por lo que queda prohibido todo tipo de discriminación, 

incluida la ejercida en razón de género, para cuya garantía, el Estado promoverá 

normas, políticas y acciones con el objetivo de alcanzarla.14 

Del marco normativo anterior, se advierte la finalidad de combatir la 

discriminación contra la mujer, reconociendo su fundamento en la diferencia 

sexual, sin embargo, esa idea de igualdad formal no afronta −total o 

materialmente− los problemas actuales de desigualdad, sus causas y 

consecuencias, por lo que la igualdad sustantiva, pretende abandonar el ideal de 

justicia abstracto y propiciar una visión en la que concretamente, se atienda a la 

manera en la que se experimentan los hechos sociales para abordarlos y evitar una 

desventaja debido a la discriminación por género.15 

Ello, pues la igualdad no solo tiene una dimensión formal o de derecho, sino 

también una de carácter sustantivo o de hecho que pretende alcanzar una paridad 

de oportunidades en el goce y ejercicio real y efectivo de los derechos humanos 

de todas las personas, lo que conlleva en algunos casos a remover y/o disminuir 

los obstáculos sociales, políticos, culturales, económicos o de cualquier otra 

índole que impidan a ciertas personas o grupos sociales vulnerables, gozar o 

ejercer de manera real y efectiva sus derechos humanos en condiciones de paridad 

con otro conjunto de personas o grupo social, como sucede, por ejemplo, con las 

mujeres.16 

 
12 Artículo 4, inciso f.  
13 Artículo 4, inciso j. 
14 Artículo 2, párrafo segundo. 
15 Al respecto, véase Pérez, Portilla. Más allá de la igualdad formal: dignidad humana y combate a la desventaja. México, 2010, 
Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, página 657. 
16 De conformidad con las jurisprudencias de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con clave 1a./J. 
125/2017 (10a.) de rubro “DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. RECONOCIMIENTO DE SU DIMENSIÓN 
SUSTANTIVA O DE HECHO EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO MEXICANO”, así como 1a./J. 126/2017 (10a.) de rubro 
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Al respecto, se puede aseverar que el derecho a la igualdad del que gozan, no se 

ha podido materializar efectivamente en el plano fáctico o de hecho y se les 

impone además, la carga de enfrentar el fenómeno identificado como violencia 

política en razón de género, el cual constituye una forma de discriminación y un 

obstáculo para que participen en un plano igualitario con los hombres, pues a 

diferencia de estos, una vez que ellas han sido postuladas o electas y pretenden 

ocupar los cargos de elección popular, se les limita y se frena su ejercicio, como 

reflejo de las estructuras sociales de dominación. 

En consecuencia, se produce un impacto diferenciado en su contra, a partir de la 

reproducción de manera invisible o velada, de los estereotipos instaurados dentro 

de la sociedad, negando que posean habilidades para la política con base en lo 

que normalmente se espera de las mujeres, lo que provoca la exclusión 

injustificada con el objetivo de anular su presencia en los cargos políticos que 

generalmente son dominados por hombres.17 

En ese sentido, en la medida en que ellas pretenden incursionar en el ámbito 

político, se genera una resistencia social que, en ocasiones, se instaura en formas 

sutiles con la finalidad de marginarlas y provocar que su trabajo sea menos 

efectivo, o bien, se les imponen presiones para que se amolden a las normas de 

comportamiento masculinas,18 lo que provoca el mantenimiento de un estado 

patriarcal que oprime su participación en la sociedad.19 

Al respecto, es preciso referir que, el trece de abril se publicó en el Diario Oficial 

de la Federación, el Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 

disposiciones de varios marcos normativos,20 con el propósito de reconocer 

 
“DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. DIFERENCIAS ENTRE SUS MODALIDADES CONCEPTUALES”, ambas 
de la Décima Época, consultables en el Semanario Judicial de la Federación, Libro 49, Diciembre de 2017, Tomo I, páginas 
121 y 119, respectivamente. 
17 Criterio sostenido por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en la sentencia 
identificada con clave SUP-JE-25/2019. 
18 Criterio sostenido por la Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, correspondiente a la 
primera circunscripción con sede en Guadalajara, Jalisco en la sentencia identificada con clave SG-JDC-1425/2018. 
19 Así lo sostuvo el Tribunal Electoral del Estado de Querétaro al resolver el procedimiento especial sancionador con clave 
de identificación TEEQ-PES-11/2020. 
20 Se reformaron y adicionaron disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, de 
la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 
Materia Electoral, de la Ley General de Partidos Políticos, de la Ley General en Materia de Delitos Electorales, de la Ley 
Orgánica de la Fiscalía General de la República, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y de la Ley General 
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legalmente la existencia de la violencia política en razón de género,21 lo cual 

constituye un avance para la construcción social y posibilitar que las conductas 

que la generan no queden impunes, así como que el principio de paridad 

efectivamente cumpla con la finalidad de que las mujeres se desempeñen 

efectivamente y en igualdad de condiciones en los cargos de elección popular. 

2. Paridad de género en la postulación e integración de los órganos de 

representación. 

En el ámbito político electoral, la paridad de género constituye una de las vías que 

concretiza el principio de igualdad y no discriminación, por lo que, el respaldo 

constitucional y convencional que rige dichos mandatos se extiende también para 

aquella.22 

Lo anterior, en tanto se reconoce formalmente el derecho de todas las personas 

ciudadanas a participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o 

por medio de representantes cuya elección se haga libremente; a votar y ser opción 

de voto en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por voto universal, igual y 

secreto, que garantice la libre expresión de la voluntad del electorado, así como a 

tener acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país.23 

Por ello, antes de identificar a la paridad de género y sus alcances, debe señalarse 

que, previo a su instauración como principio constitucional, las fórmulas de 

candidaturas para encabezar diputaciones y senadurías postuladas por los 

partidos políticos debían integrarse con al menos, el cuarenta por ciento (40%) de 

 
de Responsabilidades Administrativas. Lo cual constituye un hecho notorio en términos del artículo 38, de la Ley de Medios 
de Impugnación en Materia Electoral del Estado de Querétaro y del criterio orientador I.3º.C.35K de rubro “PÁGINAS WEB 
O ELECTRÓNICAS. SU CONTENIDO ES UN HECHO NOTORIO Y SUSCEPTIBLE DE SER VALORADO EN UNA DECISIÓN 
JUDICIAL”, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, libro XXVI, tomo 2, noviembre 2013, página 1373, al obrar en la 
página electrónica “https://bit.ly/3m7ZFuz”. 
21 Definida como toda acción u omisión, incluida la tolerancia, que se basa en elementos de género y se ejerce dentro de la 
esfera pública o privada, que tenga por objeto o resultado, limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos 
políticos y electorales de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones inherentes a su cargo, labor 
o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma de decisiones, la libertad de organización, así como el acceso 
y ejercicio a las prerrogativas, tratándose de precandidaturas, candidaturas, funciones o cargos públicos del mismo tipo. 
22 Véase la sentencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, con clave de 
identificación SUP-JRC-14/2020. 
23 Artículos 25, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 23, de la Convención Americana. 
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candidaturas propietarias y suplentes del mismo género,24 con la finalidad de que 

las mujeres demostraran una mayor participación y posteriormente, se logró que 

esta fuera proporcional a la que presentaban los hombres en los espacios de 

decisión, por lo que, a partir del cambio en la realidad social, se impuso a los 

partidos políticos la obligación de postular de manera paritaria. 

En consecuencia, la paridad de género se instauró constitucionalmente en la 

reforma de dos mil catorce,25 constituyendo un principio fundamental para la 

materia electoral, mismo que tiene como objetivo incluir a las mujeres en el ámbito 

político con la finalidad de que en la postulación y ejercicio del cargo 

correspondiente, no exista predominio de uno de los géneros. 

Dicho principio se entiende como la igualdad política que se logra con la 

asignación de al menos, el cincuenta por ciento (50%) de mujeres en las 

candidaturas a los cargos de elección popular. 

De igual manera, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, 

se colige el deber de su observancia, toda vez que establece como obligación para 

los partidos políticos velar por la igualdad de oportunidades y la paridad entre 

mujeres y hombres para tener acceso a los cargos de elección popular,26 cuya 

desobediencia generará que el Instituto Nacional Electoral y los Organismos 

Públicos Locales como autoridades competentes, rechacen sus registros.27 

Por su parte, la Ley General de Partidos Políticos,28 otorga a las instituciones 

políticas la obligación de determinar y publicar los criterios para materializar la 

paridad de género en las candidaturas referidas, los que deberán ser objetivos y 

asegurar condiciones de igualdad.29 

 
24 Véase la jurisprudencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, identificada con la 
clave 16/2012, de rubro “CUOTA DE GÉNERO. LAS FÓRMULAS DE CANDIDATOS A DIPUTADOS Y SENADORES POR 
AMBOS PRINCIPIOS DEBEN INTEGRARSE CON PERSONAS DEL MISMO GÉNERO”, la cual retoma el criterio sostenido 
en la sentencia SUP-JDC-12624/2011, que constituye un parteaguas en el tema de participación política de las mujeres con 
miras a lograr la paridad de género. 
25 Véase el artículo 41, Base I, párrafo segundo, de la Constitución Federal. 
26 De conformidad con los artículos 7, numeral 1 y 232, numeral 3. 
27 Ibídem, artículo 232, numeral 4. 
28 En adelante, Ley de Partidos. 
29 Artículos 3, numeral 4, y 25, inciso r. 
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Además, dicha ley se encamina a lograr el acceso a los cargos públicos de manera 

más proporcionada entre hombres y mujeres, pues prohíbe la postulación 

exclusiva de uno solo de los géneros en los distritos en que los partidos políticos 

hayan obtenido el porcentaje de la votación más baja en el proceso electoral 

anterior.30 

En consecuencia, estas disposiciones se proyectan como límites al derecho de 

autoorganización de los partidos políticos, que si bien se encuentra amparado de 

la intervención de las autoridades electorales al tratarse de la determinación de 

las candidaturas a postular para integrar los poderes públicos31, no puede 

considerarse absoluto e ilimitado, siempre que su restricción persiga una finalidad 

legítima, idónea, necesaria y proporcional.32 

Asimismo, resulta relevante señalar que el seis de junio de dos mil diecinueve, se 

aprobó la reforma constitucional conocida como “paridad en todo” que tuvo como 

objetivo el garantizar que la totalidad de los órganos estatales –incluidos los 

autónomos y a todos los niveles– estén conformados paritariamente. Esta reforma 

hace énfasis en la importancia que tiene el hecho de que participen tanto hombres 

como mujeres en las decisiones que emanan de los órganos estatales y que, por 

tanto, inciden de forma directa en la ciudadanía.33 

3. Observancia del principio de paridad por los partidos políticos, al 

alternar postulaciones de representación proporcional con género 

distinto por periodo electivo. 

a. Marco normativo. 

En tanto los partidos políticos son entidades de interés público con personalidad 

jurídica y patrimonio propios con registro legal ante el Instituto Nacional Electoral 

 
30 Ibídem, artículo 3, numeral 5. 
31 Artículos 41, Base I, párrafo tercero, de la Constitución Federal y 34, numeral 2, inciso c, de la Ley de Partidos. 
32 En este sentido lo ha considerado la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en la 
sentencia que recayó al expediente SUP-REC-39/2015 y sus acumulados, en la que confirmó el criterio sostenido por la Sala 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, correspondiente a la segunda circunscripción con sede en 
Monterrey, Nuevo León, en la sentencia recaída al juicio ciudadano identificado con la clave SM-JDC-19/2015. 
33 Al respecto, fueron reformados los artículos 2, 4, 35, 41, 52, 53, 56, 94 y 115, de la Constitución Federal. Véase el Decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación “https://bit.ly/3jVnZxX”. 
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o ante el Instituto Electoral del Estado de Querétaro34 y tienen como fin promover 

la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de 

los órganos de representación política y como organizaciones de la ciudadanía, 

hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público,35 entre sus 

obligaciones se encuentra observar los procedimientos que señalen sus estatutos 

para la postulación de sus candidaturas, respetando las reglas en materia de 

paridad.36 

Ahora bien, la paridad y la igualdad son principios establecidos y reconocidos en 

el marco constitucional vigente a los cuales debe darse eficacia a través de reglas, 

como la de alternancia, cuya aplicación no constituye condición necesaria para 

lograr la paridad, sino un medio para alcanzarla, por lo que debe aplicarse cuando 

las condiciones del caso y la legislación aplicable así lo dispongan para hacer 

efectivo ese principio.  

De esta forma, para definir el alcance del principio de paridad al momento de la 

integración de un órgano colegiado de elección popular, debe atenderse a las 

reglas específicas previstas en la normativa aplicable, a fin de armonizar los 

principios que sustentan la implementación de una medida especial en la 

asignación de diputaciones o regidurías por el principio de representación 

proporcional y hacer una ponderación para que la incidencia de las medidas 

tendentes a alcanzar la paridad no constituyan una afectación desproporcionada 

o innecesaria de otros principios o derechos implicados.37 

Al respecto, los artículos 160, primer párrafo y 162, primer párrafo, de la Ley 

Electoral del Estado de Querétaro, establecen que la solicitud de registro de 

candidaturas que presenten los partidos políticos, coaliciones y candidaturas 

independientes deben integrarse salvaguardando la paridad entre los géneros, así 

como que las listas de candidaturas de representación proporcional de 

diputaciones y ayuntamientos se integrarán por fórmulas alternándolas hasta 

 
34 En adelante, Instituto Electoral. 
35 Artículo 26, de la Ley Electoral del Estado de Querétaro. 
36 Ibídem, artículo 34, fracción VI. 
37 De conformidad con la jurisprudencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, con 
clave de identificación 36/2015 y rubro “REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL. PARIDAD DE GÉNERO COMO SUPUESTO 
DE MODIFICACIÓN DEL ORDEN DE PRELACIÓN DE LA LISTA DE CANDIDATURAS REGISTRADA”. 
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agotar las mismas, pero no señalan de forma explícita que deba alternarse en cada 

periodo electivo el género de la persona que encabeza las listas de candidaturas 

por el principio de representación proporcional. 

Sin embargo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la Acción de 

Inconstitucionalidad 132/2020, razonó que ello admite una interpretación 

conforme, con base en los alcances del principio de paridad de género, derivados 

de la Constitución Federal, tratados internacionales, leyes generales en la materia 

y diversos criterios jurisprudenciales. 

Así, nuestra máxima autoridad jurisdiccional en México, razonó que, del mandato 

de paridad se desprende una obligación de que los partidos políticos alternen los 

géneros de las personas que encabezan la lista de candidaturas por el principio de 

representación proporcional en cada periodo electivo, pues el mismo se 

encuentra inmerso en el contenido genérico del principio constitucional de 

paridad de género exigible a aquellos, por lo que, su deber de que las candidaturas 

por representación proporcional observen el principio de paridad de género, 

incluye una alternancia entre los géneros también por periodo electivo.38 

b. Caso concreto. 

En el acuerdo del Consejo General, se da por colmado el principio constitucional 

de paridad, lo cual comparto dada la integración de la planilla propuesta por el 

partido Encuentro Solidario, sin embargo, en mi estima, debió razonarse que a 

dicho instituto político, a pesar de no tener parámetro de postulación al ser de 

nuevo registro le aplica la regla de alternancia por periodo electivo en la 

postulación de la primera fórmula de diputaciones por el principio de 

representación proporcional, contenida en los artículos 160, primer párrafo y 162, 

primer párrafo, de la Ley Electoral del Estado de Querétaro. 

Lo anterior es de especial relevancia, pues no afirmarlo así y dar por cumplido el 

requisito de paridad sin razonar dicho mandamiento podría implicar hacer 

 
38 Véanse las Acciones de Inconstitucionalidad resueltas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, identificadas con 
las claves 132/2020, 140/2020, 145/2020, así como la sentencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación con clave de identificación SUP-JDC-97/2021. 
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nugatoria la regla de alternancia por periodo electivo, que es absolutamente 

instrumental del principio de paridad −de observancia obligada para la totalidad 

de los partidos políticos, incluso aquellos que no tienen referente de postulación 

anterior−.  

En mi consideración, la forma de materializar dicha regla en partidos políticos sin 

una candidatura en un proceso electoral previo, en cargos de la misma naturaleza, 

como los ayuntamientos, puede materializarse con la implementación de la 

horizontalidad en el principio de paridad, es decir, vigilando que al menos el 50% 

de las candidaturas correspondan a postulaciones realizadas en favor del género 

femenino.39 Posibilidad que no puede ocurrir, en el caso de la lista de diputaciones 

por el principio de representación proporcional, materia del presente acuerdo, 

pues se trata de una sola lista.  

Sin embargo, ello no es obstáculo alguno para lograr su materialización, por lo 

que, es necesario que, ante la ausencia de criterios interpretativos específicos 

vinculados con las disposiciones normativas que incorporan un mandato de 

postulación paritaria, como ocurre en la especie, los operadores de la norma, la 

interpretemos y apliquemos procurando el mayor beneficio de la mujer.40 

En ese tenor, en mi consideración, la interpretación que mayor impacto benéfico 

traería a la mujer, en el tema que nos ocupa, sería exigiendo a los partidos políticos 

de reciente creación que las postulaciones en la primera posición de la lista de 

candidaturas a diputaciones por el principio de representación proporcional, sean 

para el género femenino. 

c. Justificación de mi razonamiento. 

En tanto constituye un derecho de las mujeres tener una representación apropiada 

en todos los niveles de gobierno, se deben desarrollar estrategias para 

 
39 Véase la sentencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, identificada con la clave 
SUP-JDC-97/2021. 
40 De conformidad con la jurisprudencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, con 

clave de identificación 11/2018 y rubro “PARIDAD DE GÉNERO. LA INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN DE LAS ACCIONES 
AFIRMATIVAS DEBE PROCURAR EL MAYOR BENEFICIO PARA LAS MUJERES”. 
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incrementar su participación en los partidos políticos y adoptarse medidas 

adicionales con la finalidad de su incorporación plena a los sectores de la sociedad 

civil, incluyendo aquellos que representen los intereses de dicho género, en los 

procesos de desarrollo e implementación de políticas y programas.41 

Adicionalmente, puede colegirse que el nombramiento de más mujeres que 

hombres, como parte de una política pública encaminada a privilegiar el acceso 

real de aquellas a los cargos electorales, es acorde con la interpretación del 

principio de paridad, como un mandato de optimización flexible, en la medida en 

que permite acelerar y maximizar su acceso real a tales cargos públicos, a partir 

de la conformación de diversas reglas de acción, encaminadas a establecer un 

piso y no un techo para la participación de las mujeres en igualdad de 

oportunidades.42 

Ello conlleva a establecer que el principio de paridad, emerge como un parámetro 

de validez que dimana del mandato constitucional y convencional de establecer 

normas para registrar candidaturas acordes a tal principio, así como medidas de 

todo tipo encaminadas a su efectivo cumplimiento, por lo que deben permear en 

la postulación de candidaturas para la integración de los órganos de 

representación popular, a efecto de lograr un modelo plural e incluyente de 

participación política en los distintos ámbitos de gobierno.43 

Así las cosas, en mi concepto, a los partidos políticos, incluso de reciente creación, 

les subsiste la obligación de la postulación paritaria y la aplicación de la regla de 

alternancia por periodo electivo, situación que, para el caso del partido político 

Encuentro Solidario, efectivamente se cumplimenta al postular a una mujer en la 

primera posición de la lista de candidaturas a diputaciones por el principio de 

 
41 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. “El camino hacia una democracia sustantiva: La participación política 
de las mujeres en las Américas”. 18 de abril 2011. 
42 Véase cambiando lo que se tenga que cambiar (mutatis mutandi), la jurisprudencia de la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, con clave de identificación 2/2021 y rubro “PARIDAD DE GÉNERO. LA 
DESIGNACIÓN MAYORITARIA DE MUJERES, EN LA INTEGRACIÓN DEL CONSEJO GENERAL DE LOS ORGANISMOS 
PÚBLICOS LOCALES ELECTORALES MAXIMIZA LA IGUALDAD SUSTANTIVA”. 
43 De conformidad con la jurisprudencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, con 
clave de identificación 6/2015, de rubro “PARIDAD DE GÉNERO. DEBE OBSERVARSE EN LA POSTULACIÓN DE 
CANDIDATURAS PARA LA INTEGRACIÓN DE ÓRGANOS DE REPRESENTACIÓN POPULAR FEDERALES, ESTATALES Y 
MUNICIPALES”. 
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representación proporcional, sin embargo, mi diferendo consiste en que en el 

acuerdo no se razona tal situación. 

De ahí que, a pesar de que acompaño el proyecto, pues efectivamente el partido 

Encuentro Solidario cumple con el mandato de paridad, de manera específica en 

lo que respecta a la alternancia por periodo electivo, en mi consideración ello debió 

evidenciarse en el instrumento aprobado. 

Por lo anteriormente expuesto, respetuosamente emito el presente voto razonado. 
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